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La consolidación del
empleo y el acceso al
trabajo en el Sistema
Nacional de Salud. ¿Una
solución racional para
todos?
Sr. Director: Como bien se dice en el edi-
torial de Melguizo y Planes1, una regla bá-
sica recogida por la Constitución Española
para la selección de profesionales de las
Administraciones Públicas es asegurar
convocatorias de ofertas de empleo que ga-
ranticen los principios constitucionales de
igualdad (título I, artículo 23, punto 2),
mérito y capacidad (título IV, artículo 103,
punto 3). Por desgracia, una ley de punto
final no parece ajustarse a dichos princi-
pios.
Por una parte, el término punto final pa-
rece insinuar una solución ad hoc para
compensar errores cometidos con anterio-
ridad, y de esa forma ha sido aplicada re-
cientemente por algunas dictaduras en
distintas partes del mundo.
Por otra, al buscar el consenso de los gru-
pos profesionales afectados se ha tenido en
cuenta exclusivamente a los grupos de pre-
sión, representados por los sindicatos ma-
yoritarios y las organizaciones oficiales
bien relacionadas con el poder, ignorándo-
se tanto a sindicatos específicos del colec-
tivo médico que no llegan a sentarse en la
mesa de negociaciones, como a las socie-
dades científicas y, lo que es más grave, a la
mayoría del colectivo profesional afectado.
Se olvida a médicos, igual de preparados
que los interinos, pero que han tenido la
mala suerte de encontrar, por azar, un tra-
bajo todavía más precario o de no tener
ninguno. Se ignora también a los médicos
que actualmente están parados, a los que
tienen contratos eventuales, los que termi-
narán próximamente el MIR y a los recién
licenciados, quienes no van a poder aspirar
a las plazas en igualdad de oportunidades.
No se tiene en cuenta el interés de la ma-
yor parte de colectivos profesionales, que
defienden la transparencia y la objetividad,
ni tampoco el interés de la sociedad, a
quien le conviene contratar a los médicos
que demuestren mayor cualificación pro-
fesional. Se ha decidido premiar el azar y
el amiguismo, ya que es de una u otra de
estas formas como se accede a ocupar una
interinidad. Puestos a terminar con la in-
justicia que pueda ser el no haber convoca-
do oposiciones con regularidad, ¿no sería
más justo primar a los que nunca han teni-
do la oportunidad de trabajar como interi-
nos? 
Por último, parece dudoso que esta ley evi-
te posteriores problemas cuando, como di-
ce Benedito2, no aumenta el número de
plazas en atención primaria de salud, don-
de es conocida la sobrecarga de trabajo de
muchos centros urbanos debido al exceso
de población asignada, ni tampoco plantea
compromiso alguno, por parte de la Admi-
nistración, para convocar periódicamente
traslados y oposiciones. Sólo esto último
puede evitar que vuelva a repetirse la situa-
ción actual.
Somos muchos los que pensamos, como
los autores del editorial, que la ley de pun-
to final, además de ir contra el interés pú-
blico, no respeta la equidad.
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Problemas acuciantes 
en atención primaria.
Profundizando 
en soluciones
Sr. Director: Una vez leído el artículo de
Gérvas et al1, publicado en su revista, qui-
siera realizar algunas reflexiones. Coincido
en que la atención primaria a la salud ac-
tual presenta deficiencias y en que es nece-
sario disponer de una asistencia primaria
con importante peso específico en nuestro
sistema sanitario, para así lograr los objeti-
vos que se le exigen, que no son otros que
dispensar una atención eficiente y de cali-
dad, afianzando al mismo tiempo los ele-
mentos definitorios de aquélla.
Según Gérvas et al, algunos de los aspec-
tos que más negativamente inciden en el
desarrollo de la atención primaria podrí-
an resumirse en los que actúan limitando
el campo de actuación «natural» del mé-
dico general y aquellos de índole admi-
nistrativa. Respecto a los primeros, la
cuestión no radica en la cantidad de acti-
vidades a desarrollar, si no más bien en la
calidad de las que se llevan a cabo; creo
que es una simple cuestión de definir co-
rrectamente las competencias profesiona-
les individuales. En lo que se refiere a las
cargas administrativas que debe soportar
el médico de familia –aun reconociendo
que pueden simplificarse–, no debemos
olvidar que muchas de ellas están desti-
nadas a conseguir una organización ra-
cional del trabajo; otra cuestión es la de-
forme utilización de la mayoría de los
registros de actividad, más polarizados
hacia una labor fiscalizadora que reorien-
tadora de nuestro trabajo.
Creo que limitarse al listado de «hechos»
enunciado por Gérvas et al es quedarse en
la superficie de discurso. Los problemas
que afectan a la atención primaria de la sa-
lud son mucho más profundos y complejos.
No debemos olvidar que en un sistema
sanitario eminentemente público como
el nuestro el resultado de la prestación de
servicios para la salud depende de múlti-
ples variables (instituciones proveedoras,
profesionales y clientes fundamental-
mente), en ocasiones con objetivos e in-
tereses encontrados. En referencia a las
instituciones sanitarias, un aspecto que
desorienta –por denominarlo suavemen-
te– mucho al profesional, y por ende en-
rarece la sintonía que debe existir entre
uno y otros, es la tendencia de las Admi-
nistraciones Públicas a tener dos mode-
los de discurso. No es admisible que de
una parte se acepte que el profesional sa-
nitario es decisor y responsable indivi-
dual de cada acto clínico, y al mismo
tiempo se pretenda ajustar la práctica clí-
nica a protocolos institucionales y a las
ya clásicas limitaciones presupuestarias
del sistema. Si el profesional tiene sus
posibilidades de oferta limitadas, quien
las limita no es él. La transparencia de la
información, tanto a clínicos como a
usuarios, por parte de la Administración
es el único camino para evitar este tipo
de conflictos.
